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CAPÍTULO VI

Las partes procesales (I): capacidad y postulación

LAS PARTES PROCESALES: CONCEPTO Y CARACTERES GENERALES

[A] Concepto: Junto a Jueces y Magistrados (y el personal al servicio de la Adminis-
tración de Justicia integrante de la Oficina Judicial), en el proceso intervienen las partes
procesales, las cuales son las que instan su iniciación (porque la justicia es rogada —ne
procedat iudex ex officio—; art 216 LEC) y, mediante los actos de alegación, trasladan al
tribunal el conflicto que éste ha de enjuiciar.

Son partes procesales activas quienes, mediante el ejercicio del derecho de acción, acu-
den ante los tribunales afirmando ser titulares de un derecho o un interés necesitado de
tutela jurisdiccional, y, mediante la deducción de una pretensión, actúan en el proceso
como sujetos de derechos, obligaciones, posibilidades y cargas, y postulan la emisión de
un pronunciamiento estimatorio de su petición. Son partes procesales pasivas los sujetos
contra quienes aquéllas dirigen su pretensión, las cuales pueden no comparecer en el
proceso (siendo entonces declarados en rebeldía), o pueden hacerlo, en cuyo caso, y
mediante la deducción de su pretensión defensiva o resistencia, actúan en el proceso
como sujetos de derechos, obligaciones, posibilidades y cargas, y postulan la emisión de
un pronunciamiento desestimatorio de la pretensión actora.

En los procesos civiles declarativos parte activa lo es el actor o demandante y pasiva el
demandado.

[B] Principios informadores: Los principios informadores relativos a las partes procesales
son los de dualidad, contradicción e igualdad:

Porque dos han de ser las posiciones en los conflictos cuya solución se insta en
el proceso;
Porque de signo contrario han de ser las peticiones que se dirigen al tribunal; y
Porque, de acuerdo con el derecho fundamental a la igualdad (art. 14 CE), del
que la «igualdad de armas» en el proceso es destacado exponente, ambas partes
han de gozar de idénticas posibilidades de alegación, prueba, conclusión e
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impugnación, sin que a ninguna de ellas se le haya de reconocer privilegio injus-
tificado alguno.

[C] Partes procesales y tutela judicial efectiva: Según el art. 24.1 CE, todos somos titulares
del derecho a la tutela judicial efectiva, razón por la cual, y al menos potencialmente,
todos los sujetos de derecho pueden llegar a ser partes en un proceso.

Sin embargo: a) Como el proceso es una institución jurídica capaz de generar dere-
chos y obligaciones, es evidente que partes procesales sólo pueden serlo los sujetos a los que el
ordenamiento reconozca capacidad o personalidad jurídica suficiente para ostentar dichos dere-
chos y para ser sujetos pasivos de dichas obligaciones; b) Como para realizar actos pro-
cesales suele ser preceptiva la intervención de Abogados y Procuradores, es evidente que
partes procesales sólo pueden serlo aquellos sujetos cuya postulación se verifique a través de dichos
profesionales; y c) Como el proceso sirve para resolver conflictos concretos, es evidente,
por último, que partes procesales sólo debieran serlo aquellos sujetos que tengan legitimación, es
decir, que ostenten derechos, intereses u obligaciones sobre el conflicto sometido al
enjuiciamiento de los tribunales.

LA CAPACIDAD

Concepto y manifestaciones

[A] Manifestaciones de la capacidad en el Derecho Civil: En el ámbito del Derecho Civil,
la personalidad jurídica o capacidad es la aptitud para ser titular de derechos y obligaciones jurídicas,
así como para actuar válidamente en el tráfico jurídico, distinguiéndose, así, entre:

La capacidad jurídica, que habilita a quien la ostenta ser titular de los derechos y
obligaciones reconocidos por el ordenamiento (v. arts. 29-39 CC); y
La capacidad de obrar, que habilita a quien la ostenta para realizar válidamente actos
con relevancia jurídica (v. art. 315 CC, para las personas físicas, y la normativa
societaria a la que después se hará mención, para las personas jurídicas).

[B] Manifestaciones de la capacidad en el Derecho Procesal: Pues bien, como el proceso es
una especie de acto jurídico (complejo o plural, eso sí), del que pueden surgir derechos y
obligaciones para las partes litigantes, es evidente que el mismo no será válido si aquéllas
no gozan de la debida capacidad. En el ámbito del Derecho Procesal, pues, dichas clásicas
manifestaciones de la capacidad civil (jurídica y de obrar) se redefinen las dos siguientes:

La capacidad para ser parte, o aptitud para ser titular de los derechos, intereses y
obligaciones en conflicto en un proceso (regulada en el art. 6 LEC); y
La capacidad procesal, o aptitud para decidir la realización de los distintos actos
procesales (regulada en el art. 7 LEC, bajo la equívoca denominación de «com-
parecencia en juicio y representación»).

Capacidad para ser parte

La capacidad para ser parte posibilita que un sujeto pueda ser titular de los derechos,
intereses legítimos y obligaciones que se enjuician en un proceso (art. 6 LEC). Se dis-
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tingue de su homónima civil (la capacidad jurídica) en que es considerablemente más
amplia, al reconocérsela el ordenamiento procesal a sujetos o entidades que carecen de
ella en el Derecho privado (tales como, por ejemplo, algunas «masas patrimoniales o
patrimonios separados», o las propias «entidades sin personalidad jurídica»).

Personas físicas

Tienen capacidad para ser parte todas las personas físicas (art. 6.1.1.º LEC), incluido
el «concebido, no nacido», aunque únicamente «para todos los efectos que le sean favo-
rables» (art. 6.1.2.º LEC). La capacidad para ser parte de las personas físicas, pues, coincide
con la capacidad jurídica del Derecho Civil, lo que nos permite recordar aquí que una y
otra se adquieren con el nacimiento (art. 29 CC) y se extinguen con la muerte (art. 32
LEC).

Personas jurídicas

[A] También tienen capacidad para ser parte las personas jurídicas (art. 6.1.3.º LEC),
tanto las públicas como las privadas (v. art. 35 CC).

[B] A las sociedades irregulares (es decir, personas jurídicas que operan en el tráfico
mercantil antes de adquirir plena capacidad jurídica o, como reza el art. 6.2 LEC, enti-
dades que «no habiendo cumplido los requisitos legalmente establecidos para constituirse
en personas jurídicas, estén formadas por una pluralidad de elementos personales y patri-
moniales puestos al servicio de un fin determinado»), el ordenamiento procesal les reconoce
capacidad para ser parte pero únicamente para que ser demandadas; no para que puedan deman-
dar a terceros en un proceso (art. 6.2 LEC).

[C] Con respecto a las sociedades disueltas y extinguidas, la jurisprudencia del TS man-
tiene que, si bien la cancelación registral produce la extinción de la su personalidad
jurídica, ello no obstante hay que reconocer capacidad a aquellas que, aún disueltas y
extinguidas, hayan de hacer frente a una reclamación basada en el nacimiento de una
obligación sobrevenida (v. STS 1.ª 24.5.2015, rec. 197/2015, que unifica doctrina al
respecto).
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El régimen de adquisición y extinción de la capacidad de las personas jurídicas puede ser resumido
del siguiente modo: 1.º) Adquisición: la adquieren desde el momento en que se constituyan con arreglo
a lo que disponga el ordenamiento para cada caso (vgr. con la suscripción el contrato de sociedad civil 
—arts. 36 y 1667 CC—, con la inscripción registral de la sociedad mercantil de capital —art. 33
TRLSC>—, con el establecimiento de la corporación u organismo público por una ley —arts. 35.1.º
CC y 3.4 LRJSP—); 2.º) Extinción: el art. 39 CC dispone que la personalidad jurídica se extinguirá
cuando haya expirado el plazo durante el que las personas jurídicas hayan funcionado legalmente, o
cuando se haya cumplimentado el fin para el que las mismas se hubiesen constituido, mientras que la
legislación mercantil anuda la extinción de la capacidad a la cancelación en el Registro de los asientos
correspondientes (art. 396 TRLSC); la extinción de las personas jurídicas públicas, por su parte, pre-
cisará, al igual que su constitución, de una norma con rango de ley que así lo disponga.

En la citada sentencia se aborda la reclamación de un particular frente a una sociedad ya extinguida,
por los daños aparecidos en una vivienda cinco años después de su adquisición a esta última, para sentar



2.2.3.

1.º)

2.º)
3.º)
4.º)

5.º)

2.3.

2.3.1.

Otros entes con capacidad para ser parte

Junto a las personas físicas y jurídicas, también ostentan la capacidad para ser parte:

Los doctrinalmente denominados patrimonios independientes, entre los que el art.
6.1.4.º LEC integra a las «masas patrimoniales o patrimonios separados que
carezcan transitoriamente de titular o cuyo titular haya sido privado de sus facul-
tades de disposición y administración» (vgr. la herencia yacente —arts. 1020 CC y
798 LEC—, la masa de bienes del concurso —art. 106.2 LC—);
Las «entidades sin personalidad jurídica» (art. 6.1.5.º LEC);
El «Ministerio Fiscal» (art. 6.1.6.º LEC);
Los «grupos de consumidores o usuarios afectados por un hecho dañoso», que
tendrán capacidad siempre que «los individuos que lo compongan estén deter-
minados o sean fácilmente determinables» y «el grupo se constituya con la mayo-
ría de los afectados» (art. 6.1.7.º LEC);
Las «entidades» a las que la normativa comunitaria europea habilita para el ejer-
cicio de la acción de cesación en defensa de dichos consumidores y usuarios (art.
6.1.8.º LEC).

Capacidad procesal

La capacidad procesal (regulada en el art. 7 LEC), como ya se sabe, es la aptitud para
decidir la realización de los distintos actos procesales.

Personas físicas

Tienen capacidad procesal las personas físicas que «estén en el pleno ejercicio de sus
derechos civiles» (art. 7.1 LEC), es decir, las mayores de edad (art. 315 CC). En conse-
cuencia, quienes no están en el pleno ejercicio de dichos derechos civiles son procesal-
mente incapaces, por lo que habrán de comparecer en juicio «mediante la representación
o con la asistencia, la autorización, la habilitación o el defensor exigidos por la ley» (art.
7.2 LEC).
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como doctrina la del reconocimiento de capacidad a dicha sociedad, pese a su disolución y extinción, para
afrontar reclamaciones de esa índole.

Dicha representación material del incapaz puede recaer sobre diversos sujetos, a saber:
1.º) Los menores de edad no emancipados serán representados por quienes ostenten su patria potestad

(arts. 154 y 163 CC); en ausencia de patria potestad, serán representados por un tutor (arts. 222,
231 y 235 CC); por excepción, al menor emancipado sí se le reconoce, entre otras, la suficiente capacidad
para comparecer en juicio por sí solo (art. 247.II LEC), emancipación (art. 239 CC) a la que pueden
acceder los menores una vez cumplidos los dieciséis años de edad, por concesión de quienes ostenten su
patria potestad (art. 241 CC), o por concesión judicial (arts. 244 y 245 CC).

2.º) Por los concebidos y no nacidos comparecerán las personas que legítimamente los representarían
si ya hubieran nacido (art. 7.3 LEC), es decir, los representantes de los menores a los que nos acabamos
de referir.



2.3.2.

2.3.3.

1.ª)

2.ª)

3.º)

Personas jurídicas

Como las personas jurídicas no son sino una ficción creada por el ordenamiento, su
actuación procesal ha de someterse en todo caso a un régimen necesario de representación
material (una persona jurídica sólo puede actuar por medio de sus representantes). Por
ello, la capacidad procesal de las personas jurídicas corresponderá a «quienes legalmente las
representen» (art. 7.4 LEC).

Otros entes con capacidad procesal

La capacidad procesal en estos casos se rige por las siguientes reglas:

Por las masas patrimoniales o patrimonios separados ostentarán la capacidad procesal,
«quienes, conforme a la ley, las administren» (art. 7.5 LEC);
Por las entidades sin personalidad jurídica comparecerán las «personas a quienes la
ley, en cada caso, atribuya la representación en juicio de dichas entidades» (art.
7.6 LEC);
El simple reconocimiento de la capacidad para ser parte del Ministerio Fiscal otorga
al mismo también la necesaria capacidad procesal, pues, al constituir aquel una
institución pública informada por el principio de unidad de actuación (art. 124.2 CE),
todos y cada uno de los Fiscales representan individualmente a la institución
entera del Ministerio Fiscal (por esta razón el art. 7 LEC ni siquiera alude al
mismo); y
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3.º) En lo que respecta a la persona física con discapacidad, entre las medidas de apoyo que pueden
acordarse en su favor está también la del ejercicio de funciones de representación (arts. 249 y 261 CC),
que podrán ejercer tanto el guardador de hecho (art. 264 CC), cuanto el curador (art. 287 CC).

4.º) Los ausentes (art. 181 CC) serán representados por el elenco de personas y familiares que
dispone el art. 184 CC.

5.º) Finalmente, por los concursados comparecerán en juicio los administradores concursales en lo
que suponga ejercicio de acciones sobre las facultades de administración y sobre el patrimonio del concursado
(art. 106.2 LC); pero si se tratase de una simple intervención concursal, entonces «el deudor conservará
la capacidad para actuar en juicio, pero necesitará la conformidad de la administración concursal para
interponer demandas o recursos que puedan afectar a su patrimonio» (art. 119 LC).

En la capacidad procesal de las personas jurídicas privadas hay que distinguir según cuál sea la
fórmula societaria a la que respondan. Así, la capacidad procesal de las simples sociedades civiles la
ostentará el denominado «socio administrador» (art. 1692 CC). En defecto de mención expresa a dicha
designación, ostentarán la representación de la sociedad «todos los socios» (art. 1695 CC). Las sociedades
mercantiles, por su parte, suelen conferir su representación material a los «administradores» (art. 233
TRLSC). Finalmente, la capacidad procesal de las sociedades irregulares la ostentarán «las personas
que, de hecho o en virtud de pactos de la entidad, actúen en su nombre frente a terceros» (art. 7.7 LEC).

Respecto de la capacidad procesal de las personas jurídicas públicas, el ordenamiento apenas dispone
nada al respecto; pero, por encontrarse informadas por el principio de la jerarquía (art. 3.1 LRJSP),
cabe concluir que la capacidad procesal corresponde a los más altos cargos y órganos de cada Administración
pública.



4.ª)

2.4.

3.

3.1.

Por último, por los grupos de consumidores y usuarios determinados o fácilmente
determinables, habrán de comparecer en juicio «las personas que, de hecho o en
virtud de pactos de la entidad, actúen en su nombre frente a terceros» (art. 7.7
LEC).

Ajustes procesales para personas con discapacidad y personas mayores

LA POSTULACIÓN

Concepto y fundamento de la postulación

[A] Concepto: La capacidad no presupone que los sujetos capaces puedan realizar por
sí mismos los diferentes actos procesales. Al contrario, la regla general es la de que las
partes capaces no pueden realizar por sí mismas acto procesal alguno, sino que necesitan valerse para
ello de alguien que las represente ante los tribunales (los Procuradores), y de alguien que les asista
técnicamente para que dichas actuaciones se ajusten a Derecho (los Abogados).
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Las limitaciones a la capacidad de los concursados, y el modo de suplirla, se regirá por lo dispuesto
en la LC (art. 7.8 LEC).

[A] Personas afectadas y régimen de adopción: El art. 7 bis LEC (introducido por el RDL 6/2023)
contempla una serie de previsiones a adoptar, en ocasiones de oficio y a veces a instancia de parte, cuando
quienes «participen» en el proceso (o sea, tanto las partes, cuanto los testigos, peritos, etc…) sean «per-
sonas con discapacidad», «personas mayores» (entendiendo por tales quienes tengan entre 65 y 79 años),
o «personas con una edad de 80 años o más»; todo ello con la declarada finalidad de que se garantice
dicha participación en el proceso «en condiciones de igualdad» (art. 7 bis.1 LEC).

En concreto, las tales previsiones se adoptarán: a) Para las personas con discapacidad, tanto a petición
de cualquiera de las partes o del MF, cuanto de oficio por el propio tribunal; b) Para las personas mayores,
a petición del propio interesado; y c) Para las personas de 80 años o más, tanto a petición del interesado
cuanto de oficio por el propio tribunal (art. 7 bis.1 LEC).

[B] Medidas aplicables: A todas las referidas personas les reconoce la LEC el derecho a entender y
ser entendidas en cualquier actuación que deba llevarse a cabo, y de ahí que (art. 7 bis.2 LEC):

1.º) Todas las comunicaciones, orales o escritas, dirigidas a personas con discapacidad, con una edad
de ochenta o más años, y a personas mayores que lo hubieran solicitado se harán en un lenguaje claro,
sencillo y accesible, de un modo que tenga en cuenta sus características personales y sus necesidades,
haciendo uso de medios como la lectura fácil. Si fuera necesario, la comunicación también se hará a la
persona que preste apoyo a la persona con discapacidad para el ejercicio de su capacidad jurídica.

2.º) Se facilitará a la persona con discapacidad la asistencia o apoyos necesarios para que pueda
hacerse entender, lo que incluirá la interpretación en las lenguas de signos reconocidas legalmente y los
medios de apoyo a la comunicación oral de personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas.

3.º) Se permitirá la participación de un profesional experto que a modo de facilitador realice tareas
de adaptación y ajuste necesarias para que la persona con discapacidad pueda entender y ser entendida.

4.º) Estas personas podrán estar acompañadas de una persona de su elección desde el primer contacto
con las autoridades y funcionarios.

[C] Tramitación preferente: Señalemos, por último, que todos los procesos, tanto en fase declarativa
como de ejecución, en los que alguna de las partes interesadas sea una persona con una edad de ochenta
años o más, serán de tramitación preferente (art. 7 bis.3 LEC).



1.

2.

2.1

CAPÍTULO XI

Las resoluciones procesales

LAS RESOLUCIONES PROCESALES: CONCEPTO Y CLASES

[A] Concepto: Las decisiones que adoptan Jueces y Tribunales en el ejercicio de la
potestad jurisdiccional, así como los LAJ en el desempeño de las funciones que les son
propias, reciben la denominación de resoluciones procesales. A través de ellas se adoptan
las decisiones que precisa la iniciación, desarrollo y conclusión del proceso, así como la
eventual ejecución de lo resuelto.

[B] Clases: Como ya es sabido, en función de quién provienen, y de sus contenidos,
cabe distinguir entre providencias, autos y sentencias, que son resoluciones de los Jueces
y Tribunales dictadas en el ejercicio de la potestad jurisdiccional (tradicionalmente lla-
madas resoluciones judiciales) (arts. 245 y 248 LOPJ y 206.1 y 208 LEC), y diligencias
y decretos, que son resoluciones provenientes del LAJ (art. 206.2 LEC). Y en atención
a si frente a las mismas cabe o no algún recurso, cabe distinguir entre resoluciones defi-
nitivas, aún susceptibles de recurso, y resoluciones firmes, frente a las que no cabe ejer-
citar recurso alguno (art. 207 LEC).

LAS RESOLUCIONES JUDICIALES

Providencias

La LOPJ define las providencias como aquellas resoluciones que «tengan por objeto
la ordenación material del proceso» [art. 245.1.a)], mientras que la LEC dispone que se
dictará providencia «cuando la resolución se refiera a cuestiones procesales que requieran
una decisión judicial por así establecerlo la Ley, siempre que en tales casos no exigiera
expresamente la forma de auto» (art. 206.1.1.ª LEC).

Las providencias se limitarán a expresar lo que por ellas se mande e incluirán además
una sucinta motivación cuando así lo disponga la Ley o quien haya de dictarlas lo estime
conveniente (arts. 208.1 LEC y 248.1 LOPJ).



2.2.

2.3.

2.3.1.

Autos

[A] Con carácter general, el art. 245.1.b) LOPJ exige la forma de auto para las reso-
luciones que decidan recursos contra providencias, cuestiones incidentales, presupuestos
procesales, nulidad del procedimiento o cuando legalmente deban revestir esta forma.
Pero, en el ámbito concreto del proceso civil, hay que atenerse a la más precisa regulación
del art. 206.1.2.ª LEC.

[B] Los autos «serán siempre motivados y contendrán en párrafos separados y nume-
rados los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho en los que se base la
subsiguiente parte dispositiva o fallo» (arts. 208.2 LEC y 248.2 LOPJ). También habrán
de indicar el tribunal que las dicte, con expresión del Juez o Magistrados que lo integren
e indicación del nombre del ponente, cuando el tribunal sea colegiado (art. 208.3 LEC).

Sentencias

Caracterización general

Se dictará sentencia para poner fin al proceso, en primera o segunda instancia, una
vez que haya concluido su tramitación ordinaria prevista en la Ley; y también se resol-
verán mediante sentencia los recursos de casación y los procedimientos para la revisión
de sentencias firmes, salvo lo dispuesto en el art. 487.1 LEC [arts. 206.1.3.ª LEC y
245.1.c) LOPJ].

Son, pues, las resoluciones que normalmente culminan la tramitación de un proceso,
de un recurso devolutivo o de una acción autónoma de impugnación, siendo, además,
las únicas resoluciones judiciales capaces de contener un pronunciamiento sobre el fondo
de la cuestión litigiosa (siempre, eso sí, que concurran todos los presupuestos procesales).
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En el proceso de ejecución, el tribunal decidirá por medio de providencia en los supuestos en que así
expresamente se señale, y en los demás casos, las resoluciones que procedan se dictarán por el LAJ a
través de diligencias de ordenación, salvo cuando proceda resolver por decreto (art. 545.7 LEC).

Según dicho precepto: 1.º) Se dictarán autos «cuando se decidan recursos contra providencias o
decretos, cuando se resuelva sobre admisión o inadmisión de demanda, reconvención, acumulación de
acciones, admisión o inadmisión de la prueba, aprobación judicial de transacciones, acuerdos de mediación
y convenios, medidas cautelares y nulidad o validez de las actuaciones»; 2.º) También revestirán la
forma de auto «las resoluciones que versen sobre presupuestos procesales, anotaciones e inscripciones
registrales y cuestiones incidentales, tengan o no señalada en esta Ley tramitación especial, siempre que
en tales casos la Ley exigiera decisión del Tribunal, así como las que pongan fin a las actuaciones de
una instancia o recurso antes de que concluya su tramitación ordinaria, salvo que, respecto de éstas
últimas, la Ley hubiera dispuesto que deban finalizar por decreto; y 3.º) El recurso de casación podrá
decidirse mediante auto en los casos previstos en el art. 487.1 LEC».

En el proceso de ejecución adoptarán la forma de auto las resoluciones del Tribunal que: 1.º)
Contengan la orden general de ejecución por la que se autoriza y despacha la misma; 2.º) Decidan sobre
oposición a la ejecución definitiva basada en motivos procesales o de fondo; 3.º) Resuelvan las tercerías
de dominio; y 4.º) Aquellas otras que se señalen en la LEC (art. 545.5 LEC).



2.3.2.

2.3.3.

Estructura y motivación de las sentencias

[A] Estructura: La LOPJ exige que las sentencias se formulen «expresando, tras un
encabezamiento, en párrafos separados y numerados, los antecedentes de hecho, hechos
probados, en su caso, los fundamentos de derecho y, por último, el fallo» (art. 248.3
LOPJ).

En las sentencias también se indicará el tribunal que las dicte, con expresión del Juez
o Magistrados que lo integren e indicación del nombre del ponente, cuando el tribunal
sea colegiado (art. 208.3 LEC).

[B] Motivación: Las sentencias, al igual que los autos, serán siempre motivadas, y,
además, por imperativo constitucional (art. 120.3 CE), llegando la motivación a confi-
gurarse incluso como un derecho fundamental de los justiciables (vgr. SSTC 74/2007,
94/2007, 144/2007, 102/2014…).

La LEC exige que en dicha motivación se expresen los razonamientos fácticos y
jurídicos que conducen a la apreciación y valoración de las pruebas, así como a la apli-
cación e interpretación del derecho; la motivación, además, deberá incidir en los distintos
elementos fácticos y jurídicos del pleito, considerados individualmente y en conjunto,
ajustándose siempre a las reglas de la lógica y de la razón (art. 218.2 LEC); y cuando los
puntos objeto del litigio hayan sido varios, requiere también que el tribunal haga la
debida separación el pronunciamiento correspondiente a cada uno de ellos (art. 218.3
LEC).

Congruencia de las sentencias

[A] Concepto de congruencia: Además de motivadas, las sentencias habrán de ser también
claras, precisas y congruentes con las demandas y con las demás pretensiones de las partes
deducidas oportunamente en el pleito, para lo cual tendrán que pronunciarse sobre todos
los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate (art. 218.1.I LEC), llegando la
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En el proceso civil, en particular, el art. 209 LEC predispone reglas específicas sobre forma de las
sentencias, a saber: 1.ª) En el encabezamiento deberán expresarse los nombres de las partes y, cuando
sea necesario, la legitimación y representación en virtud de las cuales actúen, así como los nombres de los
abogados y procuradores y el objeto del juicio; 2.ª) En los antecedentes de hecho se consignarán, con la
claridad y la concisión posibles y en párrafos separados y numerados, las pretensiones de las partes o
interesados, los hechos en que las funden, que hubieren sido alegados oportunamente y tengan relación
con las cuestiones que hayan de resolverse, las pruebas que se hubiesen propuesto y practicado y los hechos
probados, en su caso; 3.ª) En los fundamentos de derecho se expresarán, en párrafos separados y nume-
rados, los puntos de hecho y de derecho fijados por las partes y los que ofrezcan las cuestiones contro-
vertidas, dando las razones y fundamentos legales del fallo que haya de dictarse, con expresión concreta
de las normas jurídicas aplicables al caso; 4.ª) El fallo, por último, contendrá, numerados, los pronun-
ciamientos correspondientes a las pretensiones de las partes, aunque la estimación o desestimación de
todas o algunas de dichas pretensiones pudiera deducirse de los fundamentos jurídicos, así como el pro-
nunciamiento sobre las costas; también determinará, en su caso, la cantidad objeto de la condena, sin
que pueda reservarse su determinación para la ejecución de la sentencia, sin perjuicio de lo dispuesto en
el art. 219 LEC.



1.ª)

2.ª)

3.ª)

4.ª)

3.

3.1.

1.º)

2.º)

congruencia a configurarse incluso como un derecho fundamental (SSTC 278/2006,
144/2007, 29/2008, 169/2913, 11/2014, 178/2014…).

[B] Clases de incongruencia: Cabe distinguir distintas modalidades de incongruencia, a
saber:

Infra petita, en la que incurre la sentencia que conceda al actor o al demandado
reconviniente algo menos, cuantitativamente hablando, de aquello que recono-
ció como debido el demandado o el demandante reconvenido;
Supra petita (o «ultra petita»), que se produce cuando la sentencia concede algo
más, cuantitativamente hablando, de aquello que solicitó el actor o el demandado
reconviniente;
Extra petita, en la que incurre la sentencia que, alterando los términos del debate,
se pronuncia sobre cuestiones distintas a las suscitadas por las partes, otorgando
o denegando algo distinto a lo que habían solicitado; y
Citra petita (también llamada incongruencia omisiva o ex silentio), que se produce
ante una ausencia de pronunciamiento, es decir, con la emisión de una sentencia
que no se pronuncia sobre las pretensiones deducidas por las partes, dejando así
imprejuzgadas alguna, algunas o, en el caso extremo, todas las cuestiones objeto
del litigio.

LAS RESOLUCIONES DE LOS LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Diligencias

[A] Concepto: Son diligencias las resoluciones que el LAJ, en el ejercicio de la función
de impulso procesal que le corresponde (art. 456.1 LOPJ), adoptará en orden a la tra-
mitación del proceso (art. 456.2 LOPJ); pues es a dicho funcionario a quien corresponde
dar al proceso el curso que corresponda, dictando al efecto las resoluciones (diligencias)
que sean necesarias (art. 179.1 LEC), salvo aquellas que las leyes reserven a los propios
Jueces o Tribunales (art. 456.2 LOPJ).

[B] Clases: Las diligencias (que, por ausencia de una previsión legal al respecto, no
precisan estar motivadas) podrán ser de ordenación, de constancia, de comunicación o
de ejecución (art. 456.2 LOPJ):

Las diligencias de ordenación tienen por objeto la ordenación material del pro-
ceso, es decir, a impulsar el mismo a través de todos sus trámites (art. 206.2.1.ª
LEC); y
Las diligencias de constancia, de comunicación o de ejecución, por su parte, se
dictarán «a los efectos de reflejar en autos hechos o actos con trascendencia pro-
cesal» (art. 206.2.3.ª LEC).
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[C] Los arts. 219 (sentencias con reserva de liquidación), 220 (sentencias que impongan condenas
de futuro) y 221 (sentencias dictadas en procesos promovidos por asociaciones de consumidores o usuarios)
de la LEC, establecen reglas especiales sobre el contenido de las sentencias.
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5.

Decretos

[A] Concepto: Son decretos las resoluciones que dicte el LAJ con el fin de admitir la
demanda, poner término al procedimiento del que tenga atribuida exclusiva competen-
cia, o cuando sea preciso o conveniente razonar su decisión (arts. 456.4 LOPJ y 206.2.2.ª
LEC).

[B] Contenidos: Los decretos estarán siempre motivados, y contendrán, en párrafos
separados y numerados, los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho en que
se base la decisión que incorporen (arts. 456.3 LOPJ y 208.2 LEC).

LA ILUSTRACIÓN SOBRE LOS RECURSOS PROCEDENTES FRENTE A LAS

RESOLUCIONES PROCESALES

Las resoluciones procesales que se acaban de examinar «se notificarán a todos los que
sean parte en el proceso» (arts. 150.1 LEC y 270 LOPJ), notificación en la que, según
ordena el art. 248.4 LOPJ, «se indicará si la misma es o no firme y, en su caso, los recursos
que procedan, órgano ante el que deben interponerse y plazo para ello».

La jurisprudencia solamente atribuye relevancia constitucional al incumplimiento de
dicha exigencia (es decir, cuando la ilustración se omita o sea la comunicada sea defectuosa)
cuando las partes hayan intervenido en el proceso sin Abogado; porque cuando intervienen
asistidas de Letrado es a éste, dados los conocimientos jurídicos que se le presuponen, a quien
corresponde determinar qué recursos son los utilizables frente a las resoluciones judiciales, y
quien resulta principal responsable del empleo de vías equivocadas o improcedentes, aunque
éstas hayan sido las indicadas erróneamente por los tribunales en el ejercicio del deber de
ilustración previsto por la Ley (vgr. SSTC 51/1996, 118/1998...).

ACLARACIÓN, RECTIFICACIÓN DE ERRORES, SUBSANACIÓN Y COMPLEMENTO DE

LAS RESOLUCIONES PROCESALES

[A] Aclaraciones: los tribunales no podrán variar las resoluciones que pronuncien des-
pués de firmadas, pero sí aclarar algún concepto oscuro y rectificar cualquier error mate-
rial de que adolezcan (arts. 214.1 LEC y 267.1 LOPJ).

[B] Rectificación de errores: los errores materiales manifiestos y los aritméticos en que
incurran las resoluciones de los Tribunales y LAJ podrán ser rectificados en cualquier
momento (arts. 214.3 LEC y 267.3 LOPJ).

[C] Subsanación: Las omisiones o defectos de las sentencias y autos de los Tribunales,
y de los decretos dictados por los LAJ (no así, por tanto, las providencias de los primeros
ni las diligencias de los segundos) podrán ser subsanados, mediante auto o decreto, en
los mismos plazos y por el mismo procedimiento establecido para la aclaración y correc-
ción de las resoluciones judiciales en los arts. 214 LEC y 267.1 a 3 LOPJ (arts. 215.1 y
4 LEC y 267.4 y 7 LOPJ).
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En el proceso de ejecución, adoptarán la forma de decreto «las resoluciones del LAJ que determinen
los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el despacho de la ejecución y aquellas otras que se
señalen en esta Ley» (art. 545.6 LEC).
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CAPÍTULO XVIII

Disposiciones generales y procedimiento probatorio

LA PRUEBA: CONCEPTO Y CARACTERES GENERALES

[A] Es sabido que la fundamentación de las pretensiones y resistencias de las partes
se compone de hechos: hechos constitutivos, que aporta el actor, y hechos impeditivos, extin-
tivos o excluyentes que, en su caso, aporta el demandado. De ahí la vigencia del principio
iura novit curia (o de la máxima da mihi factum, dabo tibi ius), derivado de la cláusula de
sumisión de los Jueces al imperio de la Ley que proclama el art. 117.1 CE, y que, sobre la
base de los hechos aportados por las partes, les obliga a aplicar el derecho objetivo que
consideren adecuado a la resolución del pleito (con independencia de cuál sea el que las
partes hayan estimado aplicable en la fundamentación jurídica de sus respectivas preten-
siones).

Sin embargo, y salvo los escasos supuestos donde el litigio entre las partes se reduce
a una cuestión estrictamente jurídica (de aplicación y/o interpretación de un precepto
normativo), lo normal es que las partes discrepen sobre los hechos (v. art. 428.3 LEC); que los
hechos que aporta el actor sean negados por el demandado, y los aportados por este
último, negados por el primero, o que ambas partes afirmen el acaecimiento de eventos
fácticos contradictorios o antitéticos.

En tales casos, y para convencer al Juez sobre la certeza de los hechos que han originado el
conflicto (para determinar, en suma, en qué hechos ha de fundamentarse la sentencia de
fondo), existe un conjunto de actuaciones procesales a las que se conoce como fase pro-
batoria o, en general, como prueba.

[B] El término «prueba», como ha destacado la doctrina, tiene varias acepciones, a
saber: 1.ª) Se habla de «prueba» como sinónimo a «medio de prueba», por lo que se habla,
por ejemplo, de «prueba pericial», de «prueba testifical», etc., para designar las diferentes
modalidades que reviste la aportación al proceso de las distintas fuentes de acreditación
de hechos; y 2.ª) También se emplea el término «prueba» como equivalente a resultado
de la actividad probatoria desplegada en el proceso, por lo que se afirma, por ejemplo, que tal
o cual hecho está probado, o que sobre un hecho concreto hay prueba, queriendo significar
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1.º)

2.º)

3.º)

con ello que el resultado arrojado por la práctica de los distintos medios de prueba ha
conseguido su finalidad acreditativa de la realidad o veracidad de tal hecho.

Pero, con mayor rigor técnico-jurídico, se emplea el término «prueba» como equi-
valente de «procedimiento probatorio», esto es, para designar la actividad procesal que
tiene por objeto llevar a la convicción del órgano judicial la realidad y veracidad de los
hechos constitutivos alegados por el actor (y negados por el demandado) o la de los
hechos impeditivos, extintivos o excluyentes alegados por el demandado (y negados por
el actor). Por prueba (arts. 281 y ss. LEC), en definitiva, puede entenderse el conjunto de
trámites procesales que, mediante la práctica de los diferentes medios de prueba previamente pro-
puestos por las partes y admitidos por el Juez, tienen por objeto alcanzar resultados probatorios
capaces de acreditar la certeza o veracidad de los hechos que fundamentan las pretensiones y resis-
tencias de las partes.

OBJETO DE LA PRUEBA

Según el art. 281 LEC, la actividad probatoria tiene por objeto los hechos, la costumbre
y el derecho extranjero.

Los hechos

[A] Obviamente, el objeto fundamental de la actividad probatoria son los hechos aportados
por las partes en sus escritos de demanda y contestación, y que conforman la causa petendi de sus
respectivas pretensiones enjuiciadas (es decir, los hechos constitutivos del demandante o del
demandado reconviniente, y los hechos impeditivos, extintivos y excluyentes del demandado,
o del demandante reconvenido). Así lo expresa el citado art. 281.1 LEC, al establecer
que el objeto de la prueba son «los hechos que guarden relación con la tutela judicial
que se pretenda obtener en el proceso».

[B] Pero no todos los referidos hechos han de ser objeto de la actividad probatoria.
En particular, están exentos de prueba:

Los hechos irrelevantes, es decir, aquellos que, pese a constar en la causa petendi de
las pretensiones de las partes, son accesorios, colaterales o argumentativos de los hechos
verdaderamente relevantes (los constitutivos del actor, los impeditivos, extintivos
y excluyentes del demandado).
Los hechos no controvertidos, esto es, hechos admitidos como ciertos tanto por el
actor como por el demandado o, como afirma el art. 281.3 LEC, hechos sobre
los que exista plena conformidad de las partes; todo ello, naturalmente, siempre que
el proceso verse sobre bienes de libre disposición, porque, de lo contrario, tal
conformidad sobre los hechos no vinculará al Juez (vgr. art. 752.2 LEC, para los
procesos sobre medidas de apoyo a discapacitados, filiación, matrimonio y
menores).
Los hechos notorios, definidos por Prieto-Castro como «los que, por pertenecer
a la ciencia y al arte, a la vida social, a la historia y, en general, a las nociones que
se manejan en el trato social de la gente, son conocidos y tenidos por ciertos por
un círculo más o menos grande de personas de cultura media»; a ellos se refiere
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la LEC cuando exime de prueba los hechos «que gocen de notoriedad absoluta
y general» (art. 281.4 LEC).
Finalmente, los hechos favorecidos por una presunción, es decir, hechos que, por ser
presumidos como ciertos conforme a las normas legales, no precisan de una
actividad probatoria que los acredite como tales (v. arts. 385 y 386 LEC).

La costumbre

También la costumbre (en tanto que fuente del Derecho —art. 1.1 CC—, si quiera
sea hoy residual, dada la hipertrofia del ordenamiento) podrá ser objeto de prueba,
siempre que su existencia sea alegada por alguna de las partes como fundamento de su
pretensión (art. 281.2 LEC). Sin embargo, la prueba de la costumbre «no será necesaria
si las partes estuviesen conformes en su existencia y contenido y sus normas no afectasen
al orden público» (art. 281.2 LEC).

El derecho extranjero

[A] Como todos los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del
ordenamiento (art. 9.1 CE), y, en particular, los Jueces y Magistrados están sometidos al
imperio de la Ley (art. 117.1 CE), es evidente que las normas jurídicas que integran el
ordenamiento español (incluidas, claro está, las normas de la UE y los tratados y convenios
internacionales suscritos por nuestro país) no necesitan ser objeto de actividad probatoria
alguna; será el Juez quien, a la hora de fundamentar sus resoluciones, aplicará la norma
que considere vigente y cuyo contenido estime adecuado al caso.

Existen determinados litigios, sin embargo, en los que, por aplicación de las que el
Derecho Internacional privado denomina normas de conflicto (v. arts. 9 a 12 CC), para
resolver el pleito los Jueces han de aplicar normas de un ordenamiento de otro país; en
tal caso, y dado que no tienen por qué conocer el Derecho extranjero, el art. 281.2 LEC
exige que éste deba «ser probado en lo que respecta a su contenido y vigencia, pudiendo
valerse el tribunal de cuantos medios de averiguación estime necesarios para su aplica-
ción» (entre los que destacan la solicitud de información del Derecho extranjero, regulada en
los arts. 34 a 36 LCJIMC).

[B] La prueba del Derecho extranjero, pues, ha de ir dirigida a acreditar la vigencia y
el contenido de la norma que se considere aplicable (en este sentido, v. también el art. 33.1
LCJIMC), debiendo valorar los Jueces las diferentes pruebas que se practiquen al efecto
«de acuerdo con las reglas de la sana crítica» (art. 33.2 LCJIMC). Téngase en cuenta,
además, que, en aquellos supuestos en que no haya podido acreditarse por las partes el
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El citado art. 281.2 LEC, además, posibilita que sea el propio tribunal quien, con independencia
de la actividad desplegada por las partes a tales fines, lleve a cabo las actuaciones que estime conducentes
a formar su convicción sobre la vigencia y contenido de la norma jurídica extranjera, actuaciones que, de
no llevarse a cabo, pueden implicar incluso la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva de la parte
afectada (STC 10/2000, de 17 de enero).
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contenido y vigencia del Derecho extranjero, podrá, con carácter excepcional, aplicarse
el Derecho español (art. 33.3 LCJIMC).

CARGA DE LA PRUEBA

[A] Sobre los tribunales pesa el deber de resolver todos los asuntos de que conozcan (prohi-
bición de non liquet —art. 1.7 CC—), sin que puedan negarse a hacerlo sin alegar causa
legal, o so pretexto de oscuridad, insuficiencia o silencio de la Ley (pues incurrirían en
el delito de prevaricación del art. 448 CP). Por este motivo, el ordenamiento establece las
reglas necesarias para que ese deber pueda desempeñarse debidamente (tales como, por
ejemplo, la que impone la sumisión del Juez a la Ley —art. 117.1 LEC—, la que consagra
la aportación de parte de los materiales instructorios —art. 216 LEC—).

O reglas tales como las que configuran la llamada carga de la prueba, porque, como la
prueba sobre la certeza de los hechos controvertidos es necesaria para dictar una reso-
lución sobre el fondo del conflicto, resulta imprescindible determinar qué ha de ocurrir
cuando el tribunal, a la hora de dictar sentencia, advierta que los hechos que sustentan las preten-
siones de las partes no están acreditados. En este caso, y ante la imposibilidad de que la
cuestión litigiosa queda imprejuzgada (lo que entrañaría un non liquet), el ordenamiento
proporciona unas reglas para determinar a cuál de las partes debe perjudicar ese vacío probatorio
o, en suma, cuál de las pretensiones cuya fundamentación fáctica no ha sido probada
debe ser desestimada.

Las reglas sobre la carga de la prueba, pues, nos indican a cuál de las partes litigantes, si
al actor a al demandado, corresponde probar los hechos que conforman el conflicto y, consiguiente-
mente, a cuál de ellas ha de perjudicar la falta de prueba de tales hechos. Por carga de la prueba,
en consecuencia, debe entenderse el contenido de aquella disposición legal que asigna a cada
una de las partes procesales la carga de probar una serie de hechos controvertidos, bajo la expectativa
de recibir un pronunciamiento favorable o no a sus pretensiones según consigan o no acreditarlos.

[B] El art. 217 LEC dispone las siguientes reglas generales sobre carga de la prueba:

Corresponde al actor (o al demandado reconviniente) la carga de probar la cer-
teza de los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las normas
jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las pretensiones
de la demanda y de la reconvención (hechos constitutivos) (art. 217.2 LEC);
Incumbe al demandado la carga de probar los hechos que, conforme a las normas
que les sean aplicables, impidan, extingan o enerven la eficacia jurídica de los
hechos objeto de la pretensión del actor o del demandado reconviniente (hechos
impeditivos, extintivos o excluyentes) (art. 217.3 LEC); y
Las anteriores reglas «se aplicarán siempre que una disposición legal expresa no
distribuya con criterios especiales la carga de probar los hechos relevantes» (art.
217.6 LEC).
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Como reglas especiales sobre carga de la prueba, cabe apuntar las siguientes: 1.ª) En los procesos
sobre competencia desleal y publicidad ilícita será al demandado (y no al actor) a quien corresponda probar
la exactitud y veracidad de las indicaciones y manifestaciones realizadas y de los datos materiales que la
publicidad exprese, respectivamente (art. 217.4 LEC); 2.ª) De acuerdo con las leyes procesales, en
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[C] Con todo, para la aplicación de las anteriores reglas generales sobre carga pro-
batoria «el tribunal deberá tener presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corres-
ponde a cada una de las partes del litigio» (art. 217.7 LEC).

De este modo, y con apoyo en el precepto citado, si la falta de prueba perjudicase,
por ejemplo, al actor, el Juez no desestimará su pretensión si dicha carencia probatoria
pudiera haberse solventado fácilmente por el demandado (bajo cuya disponibilidad o
custodia, por ejemplo, se encontrase la fuente de prueba a la que el actor no haya podido
tener acceso); y viceversa.

VALORACIÓN DE LA PRUEBA

[A] Consiste la valoración de la prueba en aquella actividad intelectual que han de desplegar
Jueces y Magistrados al resolver sobre el fondo del conflicto, y que tiene por finalidad fijar cuáles
son, en concreto, los hechos que consideran probados y cuáles no, mediante la aplicación motivada
a los resultados probatorios, bien de reglas tasadas impuestas por las leyes, o bien de
criterios de la razón, de la lógica o de la sana crítica.

Valorar la prueba, por tanto, estriba en determinar de manera motivada qué resultados
probatorios han conseguido acreditar la veracidad de los hechos alegados por cada parte procesal;
establecer con criterios objetivos por qué razones se ha tenido por cierta la declaración
de un testigo (vgr. por su objetividad, por su cercanía a los hechos, etc.) y por mendaz
la de otro (vgr. por su relación con alguna de las partes en conflicto, por haber sido su
testimonio de referencia, etc.), o por qué se ha tenido por cierto el informe de un perito
(vgr. por su capacitación profesional, por ser más completo o exhaustivo, etc.) y se ha
desechado, en cambio, el dictamen de otro (vgr. por su carácter incompleto, por su escasa
titulación, por su parcialidad, etc.).

[B] Dos son los sistemas imperantes en torno a la valoración de la prueba: el de la
prueba legal o tasada y el de la prueba libre. En síntesis, en el primero es el legislador quien
ordena al Juez cómo ha de valorar un determinado resultado probatorio, mientras que
en el segundo le otorga cierta libertad para que, siempre con arreglo a criterios de la
razón, la lógica o la experiencia, proceda a valorar dicho resultado.
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aquellos procedimientos en los que la parte actora alegue discriminación y aporte indicios fundados sobre
su existencia, corresponderá a la parte demandada la aportación de una justificación objetiva y razonable,
suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad; a estos efectos, al tribunal,
de oficio o a instancia de parte, podrá recabar informe de los organismos públicos competentes en materia
de igualdad (art. 217.5 LEC).

La jurisprudencia del TS ha aplicado esta regla, por ejemplo, a propósito de que la norma que
acarrea efectos probatorios desfavorables para quien se niega a someterse a una prueba biológica en los
procesos de filiación (v. STS 18.7.17, rec. 2850/2016); o a propósito del perjuicio probatorio que ha
de sufrir la entidad financiera, y no el consumidor, cuando este último no puede acreditar el contenido
de los pactos previos entre financiador y proveedor (STS 1.ª 28.9.18, rec. 486/2016); o a propósito
del perjuicio probatorio que ha de experimentar una empresa suministradora de gas, cuando el consumidor
no puede acreditar si los daños no se hubieran producido de haberse hecho una revisión en la instalación
que corresponde llevar a cabo a la empresa suministradora (STS 1.ª 24.5.18, rec. 3193/2015).
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CAPÍTULO XXIV

La prueba de reproducción de sonidos e imágenes

CONCEPTO

Una de las novedades que introdujo la LEC radica en el reconocimiento, como un
verdadero medio probatorio, de: 1.º) La reproducción ante el tribunal de palabras, imágenes y
sonidos captados mediante instrumentos de filmación, grabación y otros semejantes (art. 382.1
LEC); y 2.º) De los instrumentos que permiten archivar, conocer o reproducir palabras,
datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas a cabo con fines contables o de otra clase,
que sean relevantes para el proceso (art. 384.1 LEC).

REPRODUCCIÓN DE SONIDOS E IMÁGENES

Proposición de la prueba y aportación de los registros a reproducir

Práctica de la prueba

[A] En el momento procesal oportuno, las partes pueden proponer como medio de prueba «la
reproducción ante el tribunal de palabras, imágenes y sonidos captados mediante instrumentos de filma-
ción, grabación u otros semejantes» (art. 382.1 LEC).

Dichas palabras, imágenes y sonidos han de constar registrados en los soportes técnicos correspon-
dientes (vgr. cintas magnetofónicas, cintas magnetoscópicas, soportes informáticos de todo tipo...), los
cuales, como regla general, habrán de haber sido aportados al proceso por las partes, como si de documentos
se tratase, por así imponerlo el tenor del art. 265.1.2.º LEC, el cual obliga a acompañar a todo demanda
y contestación: «Los medios e instrumentos a que se refiere el apartado 2 del artículo 299, si en ellos se
fundaran las pretensiones de tutela formuladas por las partes».

[B] Al proponer esta prueba, la parte deberá acompañar, en su caso, transcripción escrita de las
palabras contenidas en el soporte de que se trate y que resulten relevantes para el caso (art. 382.1 LEC).
Por otro lado, la parte que la proponga podrá aportar los dictámenes y medios de prueba instrumentales
que considere convenientes; también las otras partes podrán aportar dictámenes y medios de prueba cuando
cuestionen la autenticidad y exactitud de lo reproducido (art. 382.2 LEC).

La práctica del referido medio de prueba tendrá lugar en el acto del juicio o vista oral (arts. 431,
443.4 LEC), bajo la inmediación del órgano judicial (art. 289.2 LEC), y en último lugar (art.
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3.

Valoración de la prueba

Al igual que sucede con las pruebas pericial y testifical, los resultados obtenidos del
medio probatorio que ahora se examina deberán ser libremente valorados por el juzgador
conforme a las reglas de la sana crítica (art. 382.3 LEC).

CONOCIMIENTO DE DATOS ARCHIVADOS
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300.1.5.º LEC), salvo que el tribunal considere conveniente cambiar el orden o prelación en la práctica
de los medios de prueba legalmente establecido (art. 300.2 LEC).

Prácticamente el mismo régimen jurídico expuesto en el apartado anterior, y el mismo sistema de
valoración de la prueba, deben ser observados, también, cuando el medio probatorio propuesto sea el
examen judicial de palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas a cabo con fines contables
o de otra clase, que se encuentren archivados en los correspondientes soportes técnicos (art. 384.2 y 3
LEC).
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CAPÍTULO XXV

Las presunciones

CONCEPTO

[A] Tras establecer el régimen de los distintos medios de prueba, la LEC regula en
sus arts. 385 y 386 LEC las llamadas «presunciones», que, al igual que aquéllos, son
también instrumentos jurídicos de determinación y fijación de los hechos probados en el proceso,
mediante las cuales el órgano judicial, bien por imperativo legal (presunciones legales) o
por bien por la construcción de una inferencia deductiva lógica (presunciones judiciales),
podrá tener por acreditados determinados hechos relevantes para la resolución del pleito,
como si sobre los mismos hubiese recaído la correspondiente actividad probatoria.

Las presunciones, por tanto, son operaciones lógico-deductivas que realiza, o bien el legis-
lador, o bien el órgano judicial por sí mismo, con la finalidad de que, ante la constatación de la
certeza de alguno o de algunos hechos enteramente acreditados en el pleito (llamados hechos base
o hechos indicio o, más sencillamente aún, indicios), de forma que, a la hora de dictar la
resolución definitiva del procedimiento, el tribunal pueda considerar (bien por imperativo legal o
bien por la formulación de una operación lógica) como plenamente probados también otros diferentes
hechos sobre los que no haya recaído ninguna actividad probatoria (los denominados hechos pre-
suntos); hechos, por tanto, que de no verse beneficiados por la aplicación de una presunción
jurídica, habrían de tenerse por no probados, dando lugar a la aplicación ordinaria de las normas
generales sobre la carga de la prueba.

PRESUPUESTOS DE APLICACIÓN DE LAS PRESUNCIONES

Son, de un lado, la ausencia de prueba directa del hecho presunto, y de otro, la prueba del
hecho base o indicio:

Es necesario que sobre los hechos presuntos no haya existido actividad probatoria
alguna, o la existente, en su caso, no haya conseguido acreditar su certeza. En el
supuesto contrario, es decir, probado en el proceso el hecho base y probado
también el hecho presunto, la aplicación de la presunción no tendría cabida, pues
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en tal hipótesis todo quedará reducido a un problema de valoración probatoria,
que no de aplicación o inaplicación de una presunción; y
También se hace absolutamente imprescindible que los hechos base o indicios
se hallen plenamente probados, ya que, de lo contrario, si se duda de su certeza, no
resultará posible aplicar la presunción, pues ninguna conclusión puede ser infe-
rida como cierta de premisas que no son tenidas por tales.

Así lo exige el art. 385.1.II LEC, donde la admisibilidad de las presunciones legales
se encuentra subordinada a «la certeza del hecho indicio del que parte la presunción». Y
así lo requiere también el art. 386.1 LEC para las presunciones judiciales, cuya aplicación
ha de partir necesariamente «de un hecho admitido o probado».

PRESUNCIONES LEGALES

Configuración

Las presunciones legales son aquellas establecidas directamente por el legislador, quien en
la norma jurídica recoge, de un lado, cuál ha de ser considerado el hecho base o indicio,
y de otro, cuál ha de ser el hecho presunto capaz de ser tenido por acreditado (art. 385.1.I
LEC).

Así, por ejemplo, una presunción legal arquetípica es la dispuesta en el art. 459 CC.

Aplicación judicial imperativa

A diferencia de las judiciales, las presunciones legales son de obligada aplicación por los
órganos judiciales siempre que concurran los presupuestos determinantes previstos por el legislador.
En suma, la norma que consagra una presunción legal es una norma legal más, a cuyo
imperio se encuentran imperativamente sometidos los Jueces y Tribunales en virtud de
lo dispuesto en el art. 117.1 CE.

PRESUNCIONES JUDICIALES

Configuración

A diferencia de las presunciones legales, las judiciales son aquellas que, no estando reco-
gidas en ninguna norma, constituyen razonamientos lógico-deductivos que, realizados por el órgano
judicial al emitir la resolución definitiva del pleito, y partiendo de uno o varios hechos base o indicios
enteramente probados, le permiten tener por acreditado el hecho presunto. Tal y como afirma el
art. 386.1 LEC, a partir de un hecho admitido (es decir, no controvertido) o probado,
el tribunal «podrá presumir la certeza, a los efectos del proceso, de otro hecho, si entre
el admitido o demostrado y el presunto existe un enlace preciso y directo según las reglas
del criterio humano».
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La necesidad de un enlace objetivo y lógico entre el hecho base y el
hecho presunto

Como se infiere del art. 386 LEC, mientras que la legitimidad de las presunciones
legales nace de la voluntad del legislador, la de las judiciales nace de la existencia, entre
el hecho base y el hecho presunto, de un enlace objetivo y lógico, preciso y directo según las
reglas del criterio humano. Por dicho enlace, cabe entender la conexión o congruencia entre
ambos hechos de suerte que del conocimiento de uno (el hecho base) nos lleve como consecuencia
obligada de aquella lógica o recta razón del otro (el hecho presunto) (vgr. STS 1.ª 20.12.02).

La existencia de dicho enlace o conexión lógica exige del tribunal una específica moti-
vación al respecto (STS 1.ª 22.2.99), la cual, según el art. 386.1.II LEC, «deberá incluir
el razonamiento en virtud del cual el tribunal ha establecido la presunción». Sólo de esta
forma, la aplicación de una presunción judicial no podrá ser tachada de arbitraria, ilegí-
tima o puramente caprichosa y voluntarista.

Aplicación judicial no imperativa

A diferencia también de las presunciones legales, a cuya aplicación están obligados
los órganos judiciales cual si de cualquiera otra norma jurídica de diferente contenido se
tratase (art. 117.1 CE), no existe en ningún caso el deber u obligación que incumba a
Jueces y Tribunales de promover la aplicación de las presunciones judiciales.
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CAPÍTULO XXX

Los recursos de reposición, revisión y queja

EL RECURSO DE REPOSICIÓN

Concepto y caracteres generales

El de reposición es un medio de impugnación ordinario, no devolutivo ni suspensivo, que
procede contra resoluciones procesales no definitivas.

Así:

Es un recurso ordinario, en cuya fundamentación es posible aducir cualesquiera
infracciones jurídicas (art. 452.1 LEC);
Es un recurso no devolutivo, ya que el tribunal (o el LAJ) funcionalmente com-
petente para resolverlo ha de ser el que dictó la resolución recurrida (art. 451
LEC); y
Es un recurso no suspensivo (art. 451.3 LEC), por lo que la resolución impugnada
podrá ejecutarse mientras se resuelve el recurso.

Resoluciones recurribles en reposición

Son recurribles en reposición:

Todas «las providencias y autos no definitivos» (art. 451.2 LEC); y
Las «diligencias de ordenación y decretos no definitivos» dictados por el LAJ,
excepto en los casos en que la ley prevea recurso directo de revisión (art. 451.1
LEC).

Tramitación del recurso de reposición

El procedimiento para sustanciar la reposición es el previsto en los arts. 452 a 454
LEC.
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EL RECURSO DE REVISIÓN

Concepto y caracteres generales

El recurso de revisión es un medio de impugnación ordinario, devolutivo y no suspensivo,
que procede frente a determinados decretos de los LAJ, y del que conocerá el tribunal que esté
conociendo del proceso en el que recaigan aquellas resoluciones procesales.

Así:

Es un recurso ordinario, ya que la ley no prevé limitación alguna a la hora de
poder fundamentarlo en cualesquiera clases de infracciones jurídicas;
Es un recurso devolutivo, porque de él no conoce el autor de la resolución
impugnada —el LAJ— sino un órgano diferente —el tribunal que esté cono-
ciendo del proceso donde se dicte la resolución impugnada— (art. 454 bis.2
LEC); y
Es un recurso no suspensivo, porque la resolución impugnada podrá ejecutarse
mientras se resuelve el recurso (art. 454 bis.1.II LEC).

Resoluciones recurribles en revisión

Son impugnables en revisión (art. 454 bis.1): 1.º) Los decretos por los que se ponga fin
al procedimiento o impidan su continuación; 2.º) Los decretos frente a los que se prevea expresamente
este recurso; y 3.º) Los decretos resolutivos del recurso de reposición.

Tramitación del recurso de revisión

El procedimiento para sustanciar la revisión es el previsto en el art. 454 bis LEC.

EL RECURSO DE QUEJA

Concepto y caracteres generales

La queja es un recurso extraordinario, devolutivo y no suspensivo, de tramitación preferente,
que se dirige exclusivamente a combatir aquella decisión judicial en forma de auto que inadmita
otro distinto recurso devolutivo, ordinario (como lo es la apelación) o extraordinario (como lo es la
casación), y del que conoce el tribunal que habría de haber enjuiciado estos últimos recursos si los
mismos no hubiesen sido inadmitidos a trámite por la resolución recurrida en queja (art. 494 LEC).

Así:

Es un recurso extraordinario, porque sólo puede fundarse en un motivo, a saber: la
ilegal inadmisión de otro distinto recurso devolutivo cuya admisión solicita el
recurrente en queja;
Es un recurso devolutivo, por cuanto su resolución compete funcionalmente «al
órgano al que corresponda resolver del recurso no tramitado» (art. 494 LEC); y
Es un recurso no suspensivo, porque su interposición no origina la suspensión de las
resoluciones judiciales impugnadas.
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3.2.

3.3.

Resoluciones recurribles en queja

Son recurribles en queja los autos por los que se inadmita el recurso de casación (art. 479.2.II
LEC). No así, por el contrario, frente al auto por el que se inadmita un recurso de
apelación, el cual, tras la reforma operada por el RDL 6/2023, es dictado por la propia
Audiencia Provincial competente para resolver el propio recurso de apelación (art. 458.1
LEC).

Tramitación del recurso de queja

El procedimiento para sustanciar la queja es el previsto en el art. 495 LEC.
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Sin embargo, no procederá el recurso de queja en los procesos de desahucio de finca urbana y rústica,
cuando la sentencia que procediera dictar en su caso no tuviese la consideración de cosa juzgada (art.
494.II LEC).



La presente obra contiene una exposición actualizada y sistematizada de los diferentes proce-
sos que contempla la Ley de Enjuiciamiento Civil, en la que se examinan los trámites a través de 
los cuales se desarrollan los procesos declarativos ordinarios (juicio ordinario y juicio verbal), 
los procesos declarativos especiales (proceso monitorio, juicio cambiario, procesos matrimo-
niales…) y, finalmente, los procesos de ejecución (ejecución dineraria, no dineraria, ejecución 
hipotecaria…), tanto en la primera instancia como en las ulteriores vías de recurso (apelación, 
casación, acciones de revisión y rescisión).

Asimismo, se aborda el estudio de los distintos presupuestos de dichos procesos (jurisdicción, 
competencia judicial, capacidad y postulación), de sus eventuales actuaciones previas (diligen-
cias preliminares, prueba anticipada…), medidas cautelares y demás instituciones relacionadas 
con los procesos civiles (formas de terminación anormal, cosa juzgada, costas procesales…). Y 
en el Anexo, por último, se analiza de manera sucinta la regulación constitucional de los concep-
tos fundamentales del Derecho Procesal, a la luz de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.

Esta séptima edición incorpora las reformas legislativas y las aportaciones jurisprudenciales 
habidas desde la anterior edición y, en especial, todas las modificaciones introducidas por el 
R.D.Ley 6/2023, de 19 de diciembre.
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